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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
MÍNIMO VITAL / PAGO DE SALARIOS Y PRESTACIONES / EMPRESA INTERVENIDA POR LA SOCIEDAD DE ACTIVOS ESPECIALES / PRINCIPIO DE SUBSIDIARIEDAD / EXISTENCIA DE OTROS MEDIOS DE DEFENSA JUDICIAL / NO SE ACREDITÓ EXISTENCIA DE UN PERJUICIO IRREMEDIABLE.
… hay que tener en cuenta… que, si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho…
En suma, aun cuando una persona pudiere llegar a ser potencialmente acreedora o beneficiaria de aquello que reclama a través de esta acción, ello no quiere decir que necesariamente se deba proceder en su favor de manera categórica en el escenario de la tutela, pues existen una serie de exigencias que condicionan la posibilidad de efectuar un estudio de fondo frente a la problemática y son las llamadas reglas de procedibilidad, las cuales tienen que ver con: 1. Legitimación; 2. Subsidiariedad y 3. Inmediatez. (…)
El inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos interpelados, o que se invoca como mecanismo de protección transitoria para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. (…)
Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales…”
… los conflictos de orden laboral, que incluyen el reconocimiento y pago de acreencias laborales, tienen dispuesta una jurisdicción especial, que es la ordinaria laboral, la cual está diseñada para zanjar este tipo de asuntos de primera mano, tornándose en la vía natural, a la que por regla general debe acudir quien tenga ese tipo de aspiraciones…

… si bien la accionante aseguró en su libelo petitorio, así como en la impugnación, que supuestamente está sufriendo una afectación de su mínimo vital, lo cierto del caso es que no acreditó ni siquiera sumariamente, como lo exige la jurisprudencia en cita, que tal afirmación sea cierta.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado 3° Penal del Circuito de esta ciudad el pasado 4 de febrero de 2021, con ocasión de la solicitud de amparo constitucional invocada por la señora BRENDA LICETH OCAMPO en contra de la SOCIEDAD DE ACTIVOS ESPECIALES.

ANTECEDENTES:

Refirió la accionante que Ella se encuentra vinculada mediante contrato laboral a término indefinido con la Sociedad Las Ingenierías S.A.S, desde el 3 de junio de 2020. 
Que dicha Compañía se encuentra inmersa en un proceso de extinción del derecho de dominio desde el 2 de diciembre de 2020 que adelanta la Fiscalía 35 Dirección Especializada, por lo que en la actualidad es administrada por la Sociedad de Activos Especiales SAE, la cual, a su vez, asignó como depositaria a la señora Sara Montoya Soto. 
En virtud de lo anterior, a la accionante, según dijo, no se le ha permitido regresar a sus labores cotidianas, pese a la vigencia del contrato suscrito con la Sociedad Las Ingenierías S.A.S., y a la fecha de interposición de la tutela no se les había pagado a los empleados el valor de la segunda quincena del mes de noviembre, ni lo correspondiente a los salarios de diciembre de 2020, prima del segundo semestre de esa anualidad, ni tampoco aportes a seguridad social. 
Al indagar con la señora Sara Montoya, en su calidad de depositaria, se les ha informado que Ella no cuenta con la posesión para ordenar el pago de nóminas y de seguridad social, aun cuando la empresa intervenida contaba con presupuesto para esos menesteres. 
Aseveró la señora Brenda que ella requiere el pago de su salario para sobrevivir, y además teme que el no pago de su seguridad social incida para que no se le brinde atención en caso de llegar a contraer Covid-19. 

PRETENSIONES:

De conformidad con los hechos narrados en precedencia, la accionante pidió el amparo de sus derechos fundamentales a la salud, vida digna, trabajo, mínimo vital y seguridad social, y como consecuencia de ello, se le ordene a la Sociedad de Activos Especiales que, en un término no mayor a 48 horas, ordene el pago de sus salarios, prestaciones sociales, vacaciones y aportes a seguridad social.
TRÁMITE Y SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA:

El Juzgado 3° Penal del Circuito de Pereira, avocó el conocimiento del asunto mediante auto del 21 de enero de 2021, por medio del cual ordenó correr traslado a la Sociedad de Activos Especiales, y además ordenó la vinculación oficiosa de la Fiscalía 35 Dirección Especializada de Extinción del Derecho de Dominio, a la empresa Las Ingenierías SAS, la depositaria Sara Montoya Soto y al Ministerio del Trabajo, Dirección Territorial de Risaralda. Posteriormente fueron vinculados, por solicitud de la S.A.E, los mandatarios de los municipios de Mistrató, Filandia y Balboa, así como de la ESE Hospital San Sebastián, la entidad BIG PASS SAS, el Banco Davivienda y el Banco de Bogotá. 
Una vez analizada la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento profirió sentencia en las calendas del 4 de febrero de 2021, en la que decidió declarar improcedente la querella de amparo, puesto que a criterio de la Jueza A Quo no se cumplió con el presupuesto de subsidiariedad que caracteriza este tipo de acción, ello al existir otros mecanismos de defensa ante la jurisdicción ordinaria, y al no observarse el perjuicio irremediable que se le pudiera ocasionar a la invocante con la no intervención del Juez Constitucional.  

FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN:

Encontrándose dentro del término legal, la accionante presentó escrito mediante el cual impugnó la decisión de primera instancia, para tal fin, manifestó que la situación narrada en el libelo sí le está causando un perjuicio irremediable, pues desde el 30 de noviembre de 2020 hasta el 4 de febrero, no había percibido ingresos por concepto de salario, ni la prima del segundo semestre de 2020, ni cesantías, ni ha disfrutado de vacaciones.

Insistió en que el vínculo con la Sociedad las Ingenierías se mantiene vigente, por lo que deberían pagársele todas esas prestaciones sociales, y refirió que no le parece viable acudir a la jurisdicción ordinaria laboral, porque le han contado que las audiencias allí se están programando para el año 2022.  

Cuestionó que la S.A.E se haya tardado 1 mes y 19 días para hacer entrega del acta de resolución como depositaria provisional a la señora Sara Montoya. 
Por otro lado, aseguró que la Juez de primera instancia no dio aplicación a los argumentos jurisprudenciales que frente al tema del pago de acreencias laborales, como derechos ciertos e indiscutibles, ha trazado la Corte Constitucional. 

Así las cosas, pidió que se revoque la decisión de primer nivel, para en su lugar, reconocer la vulneración de sus derechos fundamentales. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

· Competencia: 

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.
· Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si como afirma la accionante, la Sociedad de Activos Especiales ha vulnerado sus derechos fundamentales de manera que deba revocarse la decisión de primer grado, o si contrariamente dicha sentencia resulta acertada conforme a las pruebas arrimadas al expediente.  

· Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado por el legislador para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente previstos en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Para entrar a analizar el problema jurídico, hay que tener en cuenta primero que, si bien la acción de tutela es un derecho Constitucional, y como tal, puede ser reclamada por cualquier persona, en todo momento y lugar ante los jueces de la República para la protección de sus derechos fundamentales, esta facultad no es absoluta, dado que existen unos límites impuestos tanto por el constituyente primario como por la legislación, de tal suerte que no degenere en abuso del derecho. En consecuencia, siempre resulta necesario que antes de entrar a abordar los argumentos propuestos por quien promueve la solicitud de amparo Constitucional, examine el Juez si en el caso puesto bajo su conocimiento se cumplen las reglas para su procedencia, lo cual se constituye en un requisito sine qua non, para dar paso al estudio de fondo que se pretende.
En suma, aun cuando una persona pudiere llegar a ser potencialmente acreedora o beneficiaria de aquello que reclama a través de esta acción, ello no quiere decir que necesariamente se deba proceder en su favor de manera categórica en el escenario de la tutela, pues existen una serie de exigencias que condicionan la posibilidad de efectuar un estudio de fondo frente a la problemática y son las llamadas reglas de procedibilidad, las cuales tienen que ver con: 1. Legitimación; 2. Subsidiariedad y 3. Inmediatez.  

En esta ocasión, diremos brevemente que el primero de los requisitos está acreditado porque, en efecto, la señora Brenda Liceth Ospina Ocampo es la titular de los derechos que se reclaman, o sea, a quien presuntamente se le están desconociendo sus derechos.

De igual manera, podemos decir que está superado el aspecto de la inmediatez, porque la tutela se ha interpuesto dentro de un lapso razonable a partir del momento en que acaecieron los hechos en que fundamenta esta acción. 

Sin embargo, no sucede lo mismo con el presupuesto de la subsidiariedad, el cual, en sentir de la Sala, no se encuentra superado en esta ocasión por los motivos que a continuación se exponen: 

El inciso 3º del artículo 86 de nuestra Constitución, en concordancia con los artículos 6º y 8º del Decreto 2591 de 1991, indican que la acción de tutela es un mecanismo subsidiario y residual que no procede cuando al accionante le asiste otro mecanismo judicial, salvo que se logre evidenciar dentro de la petición que este último resultaría ineficaz y poco idóneo frente a la afectación de los derechos interpelados, o que se invoca como mecanismo de protección transitoria para evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable.

Así las cosas, se puede apreciar que una de las causales de improcedencia es la verificación de que a quien acude a su reclamo le asiste otro medio de defensa judicial, pues ello materializa el carácter subsidiario de esta acción, ya que no en todos los casos es el Juez de tutela el llamado a proteger o pronunciarse sobre la presunta vulneración de las garantías fundamentales, porque aun cuando lo que se invoca son derechos de tal raigambre, no podemos perder de vista que todas las herramientas, acciones o mecanismos judiciales estatuidos en la Rama Judicial, sea cual fuere su área o especialidad, debe propender por la protección de los derechos mínimos de quienes en estas intervienen, por alguna razón la Carta Constitucional es la norma base de todo el ordenamiento jurídico, la cual debe ser considerada sin discriminar el tipo de procedimiento judicial que se adelante. 

Según ese norte, la acción de tutela es una herramienta diseñada o pensada para llenar los vacíos que pudiera ofrecer el aparato jurisdiccional, de allí, como se indicó en párrafos precedentes, su procedencia está condicionada a la no existencia de otras alternativas de resolución del conflicto, o al riesgo de padecer un perjuicio irremediable que viabilice la intervención del juez de tutela, aunque fuere de manera transitoria, posibilidad que desde luego, debe ser analizada según los aspectos concretos y puntuales del caso bajo estudio. 

Bajo dicha égida, el legislador dejó por sentada la prevalencia de las acciones ordinarias consagradas en la Jurisdicción, porque ante su existencia, los conflictos pueden y deben ser propuestos allí, donde por especialidades están en la capacidad de resolver con precisión el conflicto propuesto, especialmente en aquellos casos donde se requiere de un análisis probatorio concienzudo imposible de realizar en el perentorio término que para la resolución de las acciones de tutela consagra la ley, aunado a lo cual, se insiste, la justicia ordinaria en cada una de sus especialidades, está en la obligación de garantizar la salvaguarda de los derechos fundamentales; por tanto, a la tutela se debe acudir como último recurso, o como el primero pero de manera transitoria, y cuando a simple vista se puede establecer que de no darse la protección de los derechos de manera inmediata, quien la invoca se vería frente al riesgo de sufrir un perjuicio irremediable, perceptible y verificable a grandes rasgos en el devenir del trámite tuitivo
Frente al tema ha dicho la Corte Constitucional: 

“Entendida de otra manera, la acción de tutela se convertiría en un escenario de debate y decisión de litigios, y no de protección de los derechos fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-406 de 2005, la Corte indicó:

 
“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales.  De igual manera, de perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales, sino que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales. Nótese cómo de desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.”

Puntualizando, se puede indicar que, de acuerdo con el principio de subsidiariedad de la acción de tutela, ésta resulta improcedente cuando es utilizada como mecanismo alternativo de los medios judiciales ordinarios de defensa previstos por la ley. Sin embargo, en los casos en que existan medios judiciales de protección ordinarios al alcance del actor, la acción de tutela será procedente si el juez constitucional logra determinar que: (i) los mecanismos y recursos ordinarios de defensa no son suficientemente idóneos y eficaces para garantizar la protección de los derechos presuntamente vulnerados o amenazados; (ii) se requiere el amparo constitucional como mecanismo transitorio, pues, de lo contrario, el actor se vería frente a la ocurrencia inminente de un perjuicio irremediable frente a sus derechos fundamentales; y, (iii) el titular de los derechos fundamentales amenazados o vulnerados es sujeto de especial protección constitucional.

 

La jurisprudencia constitucional, al respecto, ha indicado que el perjuicio ha de ser inminente, esto es, que amenaza o está por suceder prontamente; las medidas que se requieren para conjurar el perjuicio irremediable han de ser urgentes; no basta cualquier perjuicio, se requiere que este sea grave, lo que equivale a una gran intensidad del daño o menoscabo material o moral en el haber jurídico de la persona; la urgencia y la gravedad determinan que la acción de tutela sea impostergable, ya que tiene que ser adecuada para restablecer el orden social justo en toda su integridad.”

En ese orden de ideas, el Juez de tutela debe ser inflexible al exigir el requisito de procedibilidad denominado residualidad, porque el mismo va dirigido a que exista completa armonía y división de las respectivas competencias que se han distribuido dentro de la Rama Judicial como uno de los poderes públicos:

“… cuando se configuren esas circunstancias de carácter excepcional que desplazan el mecanismo judicial ordinario y abren paso a la intervención de la jurisdicción constitucional, se requiere que: i) el asunto debatido tenga relevancia constitucional, es decir, que se trate indiscutiblemente de la protección de un derecho fundamental; ii) que el problema constitucional que se plantea aparezca probado de tal manera que para la verificación de la vulneración del derecho fundamental cuyo amparo se solicita, no se requiera ningún análisis de tipo legal, reglamentario o convencional, que exija del juez constitucional un ejercicio probatorio que supere sus facultades y competencias; y, iii) que el mecanismo judicial ordinario resulte insuficiente para proteger los derechos fundamentales violados o amenazados…”.

La acción de tutela no es entonces un medio alternativo, ni menos adicional o complementario a las herramientas disponibles en la jurisdicción para resolver determinado tipo de asunto según su especialidad, ya que su naturaleza, según la Constitución, es la de único medio de protección, precisamente incorporado a la Carta con el fin de llenar los vacíos que pudiera ofrecer el sistema jurídico para otorgar a las personas una plena protección de sus derechos esenciales. Por manera que, si estos presupuestos no se satisfacen por la parte demandante, es inviable estudiar de fondo las pretensiones formuladas en sede Constitucional.
En ese orden, debemos anticipar que estamos ante un escenario de debate propio de la Jurisdicción laboral, y que, tal como lo sugirió el Despacho A Quo, desborda la capacidad de intervención de la especialidad Constitucional, no solo por abordar un conflicto litigioso que exige análisis reglamentarios y de amplio caudal probatorio, sino porque se debaten asuntos de naturaleza económica, tenientes a adquirir el reconocimiento de un derecho pensional.

Entonces, habremos de decir que los conflictos de orden laboral, que incluyen el reconocimiento y pago de acreencias laborales, tienen dispuesta una jurisdicción especial, que es la ordinaria laboral, la cual está diseñada para zanjar este tipo de asuntos de primera mano, tornándose en la vía natural, a la que por regla general debe acudir quien tenga ese tipo de aspiraciones. Sin embargo, cuando se trata del pago de salarios, la jurisprudencia ha sido un poco más laxa frente al tema, pues la Máxima Guardiana de la Constitución no puede ser ajena a la realidad social de un país como el nuestro, en donde en la mayoría de los casos, el salario que las personas devengan como remuneración por su trabajo es su única fuente de ingresos económicos con la cual se satisfacen, a veces a duras penas, sus necesidades básicas para proveerse una vida digna, de tal suerte que se hayan fijado por ese Alto Tribunal una serie de parámetros que le sirven de guía al Juez Constitucional para verificar la procedibilidad de la acción de tutela puesta bajo su conocimiento:  

“4.3. Ahora bien, cuando se alega como perjuicio irremediable la afectación del derecho al mínimo vital, la doctrina constitucional ha precisado una serie de “hipótesis fácticas mínimas” que deben cumplirse para que el juez constitucional reconozca la vulneración del mínimo vital, como consecuencia del no pago oportuno de los salarios devengados por el trabajador. Tales presupuestos son los siguientes:

 

“1) Que exista un incumplimiento en el pago del salario al trabajador que por su parte ha cumplido con sus obligaciones laborales;

 
2) Que dicho incumplimiento comprometa el mínimo vital de la persona. Esto se presume cuando:

 

a) el incumplimiento es prolongado o indefinido. La no satisfacción de este requisito lleva a que no se pueda presumir la afectación del mínimo vital, la cual deberá ser probada plenamente por el demandante para que proceda la acción de tutela.

 

b) el incumplimiento es superior a dos meses, salvo que la persona reciba como contraprestación a su trabajo un salario mínimo.

 

3) La presunción de afectación del mínimo vital debe ser desvirtuada por el demandado o por el juez, mientras que al demandante le basta alegar y probar siquiera sumariamente que el incumplimiento salarial lo coloca en situación crítica, dada la carencia de otros ingresos o recursos diferentes al salario que le permitan asegurar su subsistencia.

4) Argumentos económicos, presupuestales o financieros no son razones que justifiquen el incumplimiento en el pago de los salarios adeudados al trabajador. Lo anterior no obsta para que dichos factores sean tenidos en cuenta al momento de impartir la orden por parte del juez de tutela tendiente a que se consigan los recursos necesarios para hacer efectivo el pago”.”

Aterrizando los anteriores presupuestos al caso bajo estudio, se puede afirmar que, si bien la accionante aseguró en su libelo petitorio, así como en la impugnación, que supuestamente está sufriendo una afectación de su mínimo vital, lo cierto del caso es que no acreditó ni siquiera sumariamente, como lo exige la jurisprudencia en cita, que tal afirmación sea cierta. 

En ese orden de ideas, no podemos olvidar que para dirimir ese tipo de asuntos existen otras alternativas en la jurisdicción ordinaria, pues como viene de verse, el mecanismo de amparo no es la vía principal para la resolución de ese tipo de debates, sino aquella a la cual se puede acudir en excepcionalísimos eventos, cuando se corre un riesgo inminente e inevitable que implique una afectación de sus derechos y garantías fundamentales, de no ser por la intervención del Juez Constitucional, pero esa amenaza, como ya se dijo atrás, debe quedar plenamente demostrada en el Dosier, cosa que en este caso evidentemente no ocurrió. 

En ese sentido, si bien en materia de tutela es evidente que su procedimiento no es tan riguroso como algunas otras acciones que existen en la jurisdicción, ello no implica que quien acude a ella, esté exento de aportar las pruebas que hagan evidente las condiciones de vulnerabilidad que se alegan, la ocurrencia o riesgo de un perjuicio irremediable que haga viable el amparo en forma permanente o transitoria, además de las razones por las cuales es este tipo de mecanismo, y no otro, el adecuado para los fines perseguidos.

Al respecto, el Órgano de Cierre Constitucional ha enseñado a nivel jurisprudencial que, sólo en excepcionalísimos eventos se puede dar trámite a la solicitud de amparo sin la exigencia de la acreditación del perjuicio irremediable por parte del accionante, y específicamente en lo concerniente al pago de las prestaciones sociales, se han fijado los siguientes criterios auxiliares que también servirían de norte para presumir la posible materialización de dicho perjuicio: 
“Específicamente, en lo que tiene que ver con la comprobación de la inminencia de un perjuicio irremediable que justifique la procedencia de la acción de tutela, con el fin de obtener el reconocimiento y pago de prestaciones sociales, la Corte ha “utilizado criterios como (i) la edad del actor(a) para ser considerado(a) sujeto de especial protección por ser una persona de la tercera edad, (ii) el estado de salud del (la) solicitante y su familia, y (iii) las condiciones económicas del peticionario(a) 
. Adicionalmente, la Corte ha exigido que se haya desplegado cierta actividad procesal administrativa mínima por parte del interesado(a) 
.” 
 

Sin embargo, lo que se evidencia en el caso que aquí se analiza es que la titular de los derechos que se reclaman no se ubica dentro de ninguna de las hipótesis decantadas atrás, pues no hizo referencia a alguna condición que permitiera inferir una condición de debilidad manifiesta, tampoco logró demostrar sus supuestas carencias económicas, circunstancias que estaban bajo su responsabilidad demostrar, atendiendo la carga probatoria que le asistía como accionante.
Lo dicho hasta ahora es suficiente para llevar a esta Colegiatura a concluir que en el caso puntual la acción de tutela resulta improcedente, al no cumplirse con el requisito de subsidiariedad, ni tampoco observarse el perjuicio irremediable que hubiera permitido pasar por alto aquellos, además no se logró acreditar una grave afectación al mínimo vital de la señora Brenda Liceth, quien acudió a la acción de tutela mucho antes de que se cumplieran los dos meses de la supuesta omisión de pago por parte de las involucradas; de acuerdo con ello, la decisión evaluada se habrá de confirmar.

Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia de tutela proferida por el Juzgado 3° Penal del Circuito de esta ciudad con ocasión de la acción de tutela impetrada por la señora BRENDA LICETH OSPINA OCAMPO en contra de la SAE, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMIÍREZ GUTIÉRREZ

Magistrada
� Corte Constitucional, sentencia T-177 de 2011, M.P. Dr. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo. 


� Sala Segunda de Revisión, Sentencia T-097 del 16 de febrero de 2006, MP: Alfredo Beltrán Sierra.


� Corte Constitucional, Sentencia T-157 de 2014, M.P. Dr. María Victoria Calle Correa


� Ver sentencias T-762-08, T-376-07, T-607-07, T-652-07, T-529-07, T-935-06 y T-229-06, entre otras.  


� Ibídem. 


� Cfr. sentencias T-881 de 2010 y T-871 de 2011.
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